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ASAMBLEA LEGISLATIVA: 
 
El derecho penal está regido por un sin número de principios, siendo uno de los 
más importantes el principio de legalidad, el cual dentro de sus cuatro esferas, 
establece que toda conducta determinada como delito debe ser creada por ley 
emanada de forma previa a la concurrencia del hecho delictivo, por el Órgano 
competente (Poder legislativo), la cual debe interpretarse de forma estricta sin 
incurrir en el uso de analogía ni interpretación extensivas, así mismo dicha ley 
debe ser clara, precisa y suficientemente definida para que un ciudadano 
promedio pueda interpretar la prohibición que en ella se establece. 
 
El artículo 212 del Código Penal regula el robo simple, el cual dentro de su 
pluralidad de acciones establece como elemento objetivo de punibilidad que, para 
su concurrencia, debe mediar violencia sobre las personas, lo cual no es más que 
la necesidad de que exista una agresión física sobre la víctima del hecho delictivo, 
circunstancia que ha sido conocida por la Sala de Casación Penal al establecer 
dentro del tipo objetivo de punibilidad la intimidación, encasillando la misma de 
forma forzosa en el elemento normativo “violencia sobre la persona”.  Para tales 
efectos, puede consultarse la resolución N.º 01949 – 2014, de 3 de octubre de 
2014. 
 

“Es evidente que existen puntos de contacto entre ambas figuras pues en 
ambas el sujeto pasivo sufre un menoscabo patrimonial que aumenta, así 
sea de modo temporal, el patrimonio del sujeto pasivo; ambos son delitos 
donde el bien jurídico tutelado es el patrimonio (aunque, en el caso del 
robo, éste es más limitado pues sólo alude a la propiedad o posesión de 
cosas muebles, a lo que no se reduce el delito de extorsión que protege el 
patrimonio en su integridad) y ambos pueden ser cometidos mediante 
violencia moral, es decir, intimidación o amenazas”. 

 
Lo anterior devenga en inconstitucional pues violenta el principio de división de 
poderes y el principio de legalidad en todas sus esferas. 
 
En resoluciones de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema de Justicia (en 
resoluciones número V-179-F, de 9:55 horas, de 23 de abril de 1993, 28-2008, 
9:11 horas, de 18 de enero de 2008, 303-2009, de las 8:36 horas, de 25 de marzo 
de 2009, 142-2011, 11:20 horas de 16 de febrero de 2011, 2016-00137 de las 
14:57 del 9 de febrero de 2016 y 2017-00067 de las diez horas y dos minutos del 
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27 de enero de 2017), alto tribunal que excediendo su función nomofiláctica 
pretende imponerle carácter vinculante a sus resoluciones (erga omnes) y sujetan 
—por ser motivo para fundar recurso de casación, la resolución que tenga 
contradicción con un precepto de la Sala de Casación Penal de la Corte Suprema 
de Justicia (artículo 468 del Código Procesal Penal)— a los demás despachos de 
justicia penal del país a adoptar sus resoluciones y aplicar el agravante 
establecido en el inciso 2, del tipo penal 2135 , en los casos de los delitos de robo 
perpetrados con la utilización de un arma 
 
Con la reforma al artículo 212 del Código Penal que pretende este proyecto de ley, 
al introducir la palabra intimidación se estaría subsanando, de forma correcta y sin 
violaciones constitucionales, el vacío legal que establece el Código Penal actual, 
que regula únicamente la violencia física como forma de comisión del robo simple.  
 
De igual manera, en la modificación que el proyecto establece en ese mismo 
artículo, al incorporar la palabra “ánimo de lucro”, se concreta el elemento 
subjetivo del tipo penal; es decir, se determina qué motivó al victimario para llevar 
a cabo el ilícito. 
 

Otra de las reformas que incorpora la presente iniciativa de ley tiene que ver con el 
artículo 213, inciso 2 del Código Penal, que regula el robo agravado cuando medie 
uso de arma, la cual se define en sentido propio e impropio por el artículo 3 de la 
Ley de Armas y Explosivos. 
 

Este agravante tiene su razón de ser, ya que cuando media, para la  consumación 
de un delito de robo, el uso de arma, se pone en el peligro la vida e integridad 
física de la víctima de robo. 
 

Sin embargo, cuando el perpetrador del delito hace uso de un arma ficticia o la 
simulación de una, la Sala de Casación Penal, de acuerdo con las resoluciones 
anteriormente señaladas, a unificado sus criterios en relación con este agravante, 
al mantener la tesis de que un arma ficticia o la simulación de una se adecua al 
agravante establecido en el inciso 2, del artículo 213, toda vez que dicho 
instrumento aunque sea falso, no puede encasillarse en ninguno de los dos tipos 
de arma establecidos por la Ley de Armas y Explosivos, pues no es idóneo para 
poner en riesgo la vida o integridad física de la víctima. 
 
De acuerdo con el inciso 2 del artículo 213, es un agravante al robo cuando el 
delito es perpetrado por medio del uso de un arma.  Sin embargo, la Sala ha 
incluido, bajo ese concepto de arma, las armas ficticias, de juguete y falsas, estas 
se sancionan en razón del efecto intimidatorio que se genera en el agraviado, sin 
saber si ese es efectivamente el espíritu de la norma, sin poder determinarlo o 
extenderse en torno a lo escrito en el tipo penal; es decir, si esa arma se refiere a 
su sentido propio o impropio, por lo que se deberá hacer la analogía y adecuar el 
objeto utilizado en una de estas figuras supra citadas.  
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Esta interpretación no se adecua al principio de legalidad porque interpreta la 
norma de forma extensiva, cuando el derecho penal demanda una interpretación 
restrictiva, en razón del principio de legalidad estipulado en el artículo 113 del 
Código Penal. 
 

La interpretación extensiva que realiza la Sala es totalmente incorrecta, no por el 
fondo (se considera como arma efectivamente por el efecto intimidatorio que 
genera en la víctima y que vence su resistencia, violentando, así, su derecho a la 
defensa), sino por la forma, ya que tales resoluciones se desajustan al principio de 
legalidad y tipicidad, por lo cual devenga en inconstitucional, pues evidencian la 
auto atribución por parte del Poder Judicial de una función que 
constitucionalmente no le corresponde, como es la potestad de crear delitos. 
 
En dichos supuestos es como la Sala transgrede principios y sobrepasa las 
funciones constitucionales otorgadas por la Carta Magna, dado a que de manera 
tácita la Sala está legislando, acción que no es de su competencia, sino es 
exclusiva del Poder Legislativo. 
 
En cuanto a la relación entre el principio de separación de poderes y el principio 
de legalidad criminal, Muñoz Conde (como se citó en Sánchez, 2009), expone 
que: 
 

“…el principio de división de poderes garantiza el principio de legalidad 
penal, repartiendo el poder punitivo estatal entre el legislativo, que se 
encarga de determinar los delitos y las penas a través de un proceso 
democrático en que participan los representantes del pueblo y el judicial, 
que se encarga de su aplicación en el caso concreto, en tanto el ejecutivo 
no debe de tener puesto importante en la elaboración del derecho 
penal…” (p. 29). 

 
Según Roxin (1997), “un Estado debe proteger al individuo no solo mediante el 
Derecho penal, sino también del Derecho penal” (p. 137); en virtud de ello es que 
fue necesaria la concertación de un axioma que controlara el poder punitivo del 
Estado y limitara su potestad, para evitar arbitrariedades y abusos de derecho por 
parte de quienes detentaban dicho imperio.  Esto se consiguió por medio de la 
introducción del principio de legalidad como garantía de seguridad jurídica para los 
administrados, el cual les asegura a los mismos libertad frente a la autoridad, así 
establecido en el artículo primero del Código Penal, al disponer que “nadie podrá 
ser sancionado por un hecho que la ley penal no tipifique como punible ni 
sometido a penas o medidas de seguridad que aquella no haya establecido 
previamente” (Asamblea Legislativa de la República de Costa Rica, 1970). 
 
Tal principio, de acuerdo con Roxin (1997), tiene como función soslayar cualquier 
tipo de punición arbitraria, no determinada por ley o teniendo como fundamento 
una norma vaga o carente de claridad. 
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Doctrinariamente, la legalidad criminal se divide en cuatro supuestos elementales, 
los cuales se deben analizar para establecer las implicaciones de esta garantía 
constitucional; estos supuestos son los siguientes: 
 
i. Lex estricta (nullum crimen nullum poena sine stricta lege)  De esta fase del 
principio de legalidad derivan: 
 
a) Prohibición de uso de analogía:  Según Roxin (1997), la analogía consiste 
en trasladar una regla jurídica a otro caso no regulado en la ley, mediante el 
argumento de semejanza de los casos; es decir, se compara una situación o un 
hecho con otra situación o hechos, y se trata de obtener una conclusión particular. 
 
b) Prohibición de interpretaciones extensivas:  De acuerdo con Chinchilla 
(2010), el principio de legalidad prohíbe apelar a interpretaciones extensivas en 
perjuicio de las partes del proceso, más aún cuando la parte perjudicada por 
dichas interpretaciones es el victimario. 
 
ii. Lex scripta (nullum crimen nullum poena sine lege scripta):  Según 
Chinchilla (2010), esta concatenación del principio de legalidad versa sobre el 
principio de reserva de ley, en la cual únicamente puede establecerse una acción 
como prohibida y sancionada penalmente por medio de una disposición legal, 
emanada debidamente —de acuerdo con los procedimientos legislativos— del 
órgano estatal al que le compete (Poder Legislativo); es decir, se prohíbe la 
aplicación del derecho consuetudinario en perjuicio del acusado, por lo que elimina 
como fuentes creadoras de delitos los usos, las costumbres, la jurisprudencia, las 
directrices y los reglamentos. 
 
iii. Lex previa (nullum crimen nullum poena sine previa lege):  De acuerdo con 
Chinchilla (2010) esta fase del principio de legalidad establece la prohibición de 
retroactividad de la ley toda vez que ninguna sanción se puede imponer a una 
persona si esta (la sanción) nace con posterioridad a la comisión del hecho 
delictivo. 
 
iv. Lex certa o taxatividad de ley (nullum crimen nulla poena sine lege certa):  
De acuerdo con De Vicente (2004), este principio es la exigencia de que los textos 
en los que se recoge las prohibitivas establezcan con vasta precisión cuáles 
acciones se encuentran prohibidas y de cuáles sanciones serán merecedoras las 
personas que las cometan. 
 

Con la reforma al artículo 213 del Código Penal se tutela el efecto intimidatorio que 
produce en la víctima el empleo de un arma ficticia o un objeto que simule un arma 
por parte del perpetuador, como bien lo ha resuelto la Sala Tercera bajo resolución 
2009-00489 de las 10:14 horas del 22 de abril del 2009: 
 

(…) resulta claro, que la acción desplegada por el justiciable J. en contra 
de los agraviados H. y S., al perpetrar el despojo mediante la utilización de 
un arma ficticia, se incurrió en un delito de robo agravado, indistintamente, 

http://scij.org.poder-judicial.go.cr/pj/scij/busqueda/jurisprudencia/jur_repartidor.asp?param1=TSS&nValor1=1&nValor2=467105&strTipM=T&strDirSel=directo
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se comprenda dicho objeto, dentro del significado de arma propia o 
impropia, pues la capacidad de intimidación que surtió en la psicología de 
los ofendidos, es la misma que produciría una pistola real, al punto de 
crear una imposibilidad de resistir el ataque frente al poder ofensivo que 
se representa la víctima y un desinterés en cuestionar la eficacia del 
artefacto empleado. 

 
 

LA ASAMBLEA LEGISLATIVA DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA 
DECRETA: 

 
REFORMA DE VARIOS ARTÍCULOS DE LA LEY N.° 4573, 

CÓDIGO PENAL, DE 4 DE MAYO DE 1970 
 
 
 

ARTÍCULO ÚNICO- Se reforman los artículos 212 y 213 de la Ley N.° 4573, 
Código Penal, de 4 de mayo de 1970, de manera que se lean de la siguiente 
forma: 
 
Artículo 212-  El que, con ánimo de lucro, se apodere ilegítimamente de 

una cosa mueble, total o parcialmente ajena, será reprimido con las siguientes 
penas: 
 
1- Con prisión de seis meses a tres años, cuando la sustracción fuere 
cometida con fuerza en las cosas y su cuantía no excediere de tres veces el 
salario base (*). 
2- Con prisión de uno a seis años, si mediare la circunstancia prevista en el 
inciso anterior y el monto de lo sustraído excediere de tres veces el salario base. 
3- Con prisión de tres a nueve años, cuando el hecho fuere cometido con 
violencia o intimidación sobre las personas. 

 
Robo agravado. 
 
Artículo 213-  Se impondrá prisión de cinco a quince años, en los siguientes 
casos: 
 
1- Si el robo fuere perpetrado con perforación o fractura de una pared, de un 
cerco, de un techo, de un piso, de una puerta o de una ventana, de un lugar 
habitado, o de sus de dependencias. 
2- Si fuere cometido con armas. 
3- Si concurriere alguna de las circunstancias de las incisos 1), 2), 4), 5), 6) y 
7) del artículo 209. 
4- Si fuese cometido mediando el uso de un arma ficticia o simulando, de 
cualquier forma, la tenencia de un arma. 
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Los casos de agravación y atenuación para el delito de hurto, serán también 
agravantes y atenuantes del robo, y la pena será fijada por el juez, de acuerdo con 
el artículo 71. 
 
Rige a partir de su publicación. 
 
 
 
 

Daniel Ulate Valenciano 
Diputado 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
19 de diciembre de 2018 
 
 
 
NOTAS: Este proyecto pasó a estudio e informe de la Comisión Permanente 

Ordinaria de Asuntos Jurídicos. 
 

Este proyecto cumplió el trámite de revisión de errores formales, 
materiales e idiomáticos en el Departamento de Servicios 
Parlamentarios. 
 


